ACTA N° 07-2004

CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL, San José, a las diez horas del trece de mayo del año dos mil cuatro.

Se inicia la presente sesión extraordinaria con la asistencia de la Magistrada Ana Virginia Calzada Miranda, quien preside, Lic. Mateo Ivankovich Fonseca LL.M, en representación del Director de la Escuela Judicial, Lic. Gerardo Láscarez Jiménez, en representación de la Dirección del Organismo de Investigación Judicial, Licda. Marta Iris Muñoz Cascante, Jefa de la Defensa Pública, el Dr. Víctor Ardón Acosta, Juez Tribunal Superior de Trabajo, el Lic. Jorge Segura Román en representante del Ministerio Público y el  Lic. Horacio González Quiroga, Juez Tribunal Superior Contencioso Administrativo y la Sra. Odalia Campos Villalobos, Secretaria de la Escuela Judicial. 

ESCUELA JUDICIAL

ARTICULO I

Se aprueba el acta N° 06-2004 del 22 de abril de 2004. 

ARTICULO II

El Lic. Alvaro Borbón Barrantes, Oficial de Investigación de la Sección de Inspecciones Oculares, en oficio del 20 de enero de 2004 dice:

“En forma atenta deseo exponer a este honorable consejo la siguiente situación:  Desde el año anterior he sido colaborador en el Curso Básico de Investigación Criminal, como instructor, como tal se me ha extendido el respectivo certificado académico, sin embargo no soy docente inserto en la Escuela Judicial, siendo mi plaza en propiedad Oficial de Investigación del Organismo de Investigación Judicial.

No obstante al estar bajo el régimen de Carrera Profesional, la Sección de Clasificación y Valoración de Puestos del Departamento de Personal, me esta aplicando el inciso f del artículo once del Reglamento para el Reconocimiento de la Carrera Profesional en el Poder Judicial, el cual se refiere a la experiencia docente, propiamente el apartado que indica se dará un punto por cada año lectivo (09 meses) de labor docente hasta un máximo de 20 puntos…

Por otra parte en realidad el curso de marras no dura nueve meses, sino seis meses y en cuanto a mi participación como docente no dura los meses referidos, sino aproximadamente ochenta horas que corresponde a la materia de Criminalística.

Por lo cual solicito se resuelva mi condición dentro de la Escuela Judicial y que en realidad se me aplique el inciso c del artículo once del Reglamento para la Carrera Profesional dentro de la institución y que se indique que la colaboración en la escuela no lo es en condición a que se refiere el inciso f del artículo once de este mismo reglamento, toda vez que el curso no tiene la duración de un año y mi participación como se mencionó es por un tiempo determinado.

Es importante que se establezca lo anterior toda vez que el Departamento de Personal me causa perjuicio y por tanto un desetímulo en mi interés y disposición de colaborar con la Escuela Judicial en la capacitación de los futuros investigadores del Organismo de Investigación Judicial.
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El Lic. Martín Matamoros Mora, Jefe de la Unidad de Capacitación  del OIJ en oficio EJ-CAP-013-2004 de 22 de enero de 2004 dice:

“Muy respetuosamente me permito referirme a la nota de fecha 20 de enero en curso, suscrita por el Lic. Alvaro Borbón Barrantes, Oficial de Investigación de la Sección de Inspecciones Oculares y Recolección de Indicios.

       El Lic. Alvaro Borbón Barrantes se refiere a la interpretación que está haciendo la Sección de Clasificación y Valoración de Puestos, de su participación como docente en la Escuela Judicial a los efectos del otorgamiento de puntos para el reconocimiento de carrera judicial.

        Concretamente la Sección de Clasificación y Valoración de Puestos le califica su participación como docente en la Escuela Judicial dentro del factor de Experiencia docente en la Escuela Judicial (Artículo 11 inciso f) del Reglamento para el Reconocimiento de la Carrera Profesional en el Poder Judicial) y no como Participación como instructor en cursos (Artículo 11 inciso c) del mismo Reglamento).

     La afectación que alega el Lic. Borbón consiste en que la Experiencia docente en la Escuela Judicial es reconocida con  un punto por cada año lectivo (9meses) de labor docente; hasta un máximo de 20 puntos, mientras que a la Participación como instructor en cursos se le otorga un punto por cada 24 horas (tope 20 puntos) y el señor Borbón colabora con la Escuela Judicial principalmente en el Programa Básico de Formación en Investigación Criminal impartiendo 80 horas en cada programa, es decir, 80 horas en el Programa que se ofrece en el primer semestre del año y 80 horas en el programa que se ofrece en el segundo semestre del años, sin perjuicio de su participación como Instructor en otros cursos en que se requiera su participación, de tal suerte que, si se le reconociera se le reconociera como Participación como Instructor recibiría más puntos de carrera profesional.

     Ahora bien, lo que solicita el Lic. Alvaro Borbón  Barrantes al Consejo Directivo es que se determine cuál es la condición de su participación en la Escuela Judicial y que se aclare que él participa en la condición que indica el artículo 11 inciso c) del Reglamento, es decir Participación como Instructor .

      En ese sentido, si recurrimos a la Ley de Creación de la Escuela Judicial y su Reglamento estos se refieren a los profesores en los artículos 12 y 9 respectivamente, pero en el contexto de los orígenes de la Escuela Judicial, cuando la Escuela Judicial tenía una estructura diferente a la actual, de manera que ni siquiera se utiliza el término Instructor en dichas normas.

       La selección de profesores, según el artículo 9 del Reglamento de la Escuela Judicial se realiza mediante la convocatoria a un concurso de antecedentes para formar nóminas dentro de las cuales el Consejo Directivo escoge las personas y recomienda su nombramiento a la Corte Plena, tratándose en aquellos tiempos de funcionarios judiciales que servían como tutores de futuros abogados que ingresan a un programa de pupilos en la Escuela Judicial. (Artículo 20 de la Ley de Creación de la Escuela Judicial)

        De lo anterior se desprende que el Lic. Alvaro Borbón Barrantes no se encuentra en esa condición, pues no cuenta con un nombramiento como Profesor en la Escuela Judicial, sino que él es un colaborador para algunos cursos, en los cuales su participación la ejecuta  en condición de Instructor y esta no se extiende por un año lectivo (nueve meses), sino por períodos de horas según sea el curso de que se trate.

        A manera de ejemplo, el Lic. Alvaro Borbón Barrantes colaboró en los dos últimos Cursos Básicos de Investigación Criminal impartidos en el año 2003 como Instructor de la materia Criminalística durante un total de 160 horas, las cuales se distribuyeron así:

XLVI Curso Básico de Investigación Criminal, 80 horas impartidas del 28 de enero al 27 de mayo.

XLVII Curso Básico de Investigación Criminal, 80 horas impartidas del 15 de julio al 18 de setiembre.

        En otros cursos en que el Lic. Borbón  Barrantes ha colaborado como Instructor , su participación es de 4 a 24 horas únicamente.

          De lo anterior se puede colegir que la condición en que se encuentra el señor Borbón Barrantes con la Escuela Judicial es de un colaborador que cumple funciones de Instructor por períodos de horas, las cuales son  determinados por cada curso que imparte, de manera que su experiencia como docente se limita a las horas que imparte y no a un año lectivo.

    Preocupa al suscrito la situación del Lic. Alvaro Borbón Barrantes,  ya que al igual que él, muchos colaboradores de esta Unidad sirven como Instructores de manera totalmente voluntaria y sin recibir ningún estímulo económico y  si lo reciben este es exiguo y se limita al reconocimiento de puntos para carrera profesional (cuando ostentan título profesional), puntos que representan un incremento salarial poco estimulante, por lo que  la eventual interpretación y aplicación errónea de una norma, como aparentemente ocurre en este caso, resulta en perjuicio de la capacitación policial.
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El Lic. Otto González Vilchez, Abogado asistente y del Programa de Investigación, Planeamiento y Evaluación de la Escuela Judicial, en oficio EJ-UJ-034-2004 del 20 de febrero de 2004 dice:

“De conformidad con su solicitud, le brindo el siguiente informe a efectos de que sea sometido al Consejo Directivo sobre lo solicitado por el Lic. Alvaro Borbón Barrantes, Oficial de Investigación de la Sección de Inspecciones Oculares y Recolección de Indicios del OIJ.

Debido a la importancia del tema sobre el reconocimiento de los incentivos salariales a nuestros profesores, he denominado el presente informe como “Estudio sobre la actual aplicación de los factores de carrera profesional: participación como instructor y experiencia docente y su necesaria reforma”. Espero que con este pequeño estudio se pueda comenzar a discutir como mejorar el sistema de reconocimientos salariales por la labor docente en la Escuela Judicial”.

“ESTUDIO SOBRE LA ACTUAL APLICACIÓN DE LOS FACTORES DE CARRERA PROFESIONAL: PARTICIPACIÓN COMO INSTRUCTOR  Y EXPERIENCIA DOCENTE Y SU NECESARIA REFORMA   

Antecedentes 

El presente estudio tiene dos objetivos: el primero consiste en emitir un criterio sobre la solicitud realizada al Consejo Directivo por parte del Lic. Álvaro Borbón Barrantes, profesor del Programa Básico de Formación en Investigación Criminal, respecto a su pretensión de que se le aplique el reconocimiento salarial establecido en el artículo 11 inciso “c) Participación como instructor” del Reglamento para el Reconocimiento de la Carrera Profesional en el Poder Judicial y no el inciso “f) Experiencia docente en la Escuela Judicial” de esa misma normativa. 

El segundo objetivo, es demostrar la necesidad de reformar la actual regulación en materia de incentivos salariales a la labor docente, establecida en el citado reglamento, con la finalidad de dar recomendaciones para formular una nueva reglamentación que se ajuste a las políticas educativas de la Escuela Judicial y que al mismo tiempo colabore a estimular la actividad docente dentro de nuestra institución.

a) Actual criterio de interpretación del Departamento de Personal respecto a las figuras de participación como instructor y experiencia docente en la Escuela Judicial

El Reglamento para el Reconocimiento de la Carrera Profesional en el Poder Judicial regula en su artículo 11 incisos c) y f) punto 1, los factores que se aplican a los servidores judiciales que imparten instrucción o docencia en actividades académicas de la Escuela Judicial y que se encuentran regulados de la siguiente manera:

Artículo 11.- Los factores precitados, para efecto de reconocimiento en la Carrera Profesional, se valorarán en puntos de la siguiente forma:

c) Participación como instructor en cursos: 

· Un punto por cada 24 horas (tope 20 puntos)

f) Experiencia docente en la Escuela Judicial:

1. Experiencia docente:

· Un punto por cada año lectivo (9 meses) de labor docente; hasta un máximo de 20 puntos. Se incluye aquí lo correspondiente a tutorías.

Estas figuras han sido aplicadas por parte del Departamento de Personal, mediante costumbre administrativa,  de la siguiente manera:

1. En participación como instructor en cursos, se otorga el reconocimiento salarial al profesor que ha participado en actividades académicas como cursos, charlas, talleres, conferencias y en general en todo tipo de actividades de la Escuela Judicial que no pertenezcan a un programa de capacitación.

2. En la experiencia docente, se otorga el reconocimiento salarial a los profesores que participen en un programa de capacitación. Actualmente, se consideran como tales únicamente el Programa de Formación a Distancia de Auxiliares Judiciales y el Programa Básico de Formación en Investigación Criminal.

Este criterio, que se ha venido aplicando como costumbre administrativa desde la vigencia del citado reglamento, se resume en que la mayor parte de las actividades académicas de la Escuela Judicial, se catalogan para efectos de reconocimiento salarial de los profesores, en la figura de instructor y, que solamente los programas de capacitación aceptados como tales, se clasifican en la figura de experiencia docente. 
En opinión del suscrito, este criterio, es producto de que este reglamento crea dos figuras distintas y utiliza parámetros de medición diversos, que ha producido como efecto que se venga interpretando por parte del Departamento de Personal de esa manera.
 

Por lo tanto, el problema no es de interpretación ni de aplicación de una norma, sino de una mala redacción y regulación de la misma norma, por lo que para cambiar el criterio de aplicación de estos reconocimientos salariales se debe hacer por una reforma integral al Reglamento de Reconocimiento de Carrera Profesional.               

Por lo indicado, hasta tanto no se modifique el citado reglamento, la manera como se ha venido aplicando la normativa citada deberá seguir siendo la misma, por consiguiente  al Lic. Alvaro Borbón Barrantes se le debe efectuar el reconocimiento salarial de conformidad con el artículo 11 inciso f) del Reglamento para el Reconocimiento de la Carrera Profesional en el Poder Judicial, debido a que su actividad docente se cataloga como “Experiencia docente”, al impartir capacitación en el Programa Básico de Formación en Investigación Criminal. 

A continuación,  se hará una crítica a la actual regulación y una propuesta de posibles reformas.

b) Critica a la actual regulación y aplicación de los factores de carrera profesional denominados “Participación como Instructor” y “Experiencia docente en la Escuela Judicial” 

El artículo 11 inciso c) y f), del Reglamento para el Reconocimiento de la Carrera Profesional en el Poder Judicial, no regula de manera adecuada el sistema de incentivos salariales a los profesores y su actual aplicación en lugar de estimular la labor docente en el Poder Judicial más bien esta logrando lo contrario. 

Entre las principales críticas que se le pueden hacer a esta normativa, podemos citar las siguientes:

1. Este reglamento regula por separado las figuras de instructor, tutor y docente hacer diferencias entre estos roles, desde un punto de vista técnico, no es conveniente, ya que todas se pueden englobar en el concepto de docente, debido a que la actividad de impartir capacitación es la misma en cada una de ellas. Además, reconocer diferencias salariales entre figuras que realizan una misma labor no es del todo recomendable.

2. Diferenciar entre una actividad académica como curso, conferencia, charla o taller entre otras y una actividad académica como los Programas de capacitación como el de Formación a Distancia de Auxiliares Judiciales o el Básico de Investigación  Criminal, sin explicar, a nivel normativo, las características de cada uno de ellos, no es adecuado, ya que se podría estar violando el principio de legalidad. 

3. La actual regulación le da más reconocimiento salarial a los docentes que participan en actividades académicas como por ejemplo conferencias de dos horas, charlas, talleres de un día que usualmente exigen una inversión de tiempo mucho menor por parte del docente, y le da menos reconocimiento salarial a los facilitadores que participan en actividades académicas como son los programas de capacitación, que exigen una inversión de tiempo mucho más alta, debido a que en este tipo de actividades académicas son normalmente de aprovechamiento por lo que el docente debe revisar exámenes, tareas, sacar promedios, (lo que la Escuela Judicial esta reconociendo como tiempo extraclase), debe dar las lecciones presenciales o tutorías (tiempo de clases efectivo) y la duración de los programas es prolongada  6 meses en el caso del Programa Básico de Investigación Criminal  y 12 meses en el Programa de Formación a Distancia de Auxiliares Judiciales.

4. En el rol de “Participación como instructor” el parámetro de medición que utiliza el Reglamento de Carrera Profesional es de “horas”, mientras que en la figura de “Experiencia docente” se utiliza de parámetro de medición de “año lectivo (9 meses)”. Este tratamiento no es correcto, debido a que para una misma función (actividad docente), debería existir un mismo parámetro de medición, ya que se están provocando desigualdades donde no deberían existir. Este aspecto es preocupante, debido a que en opinión del que escribe este informe, esta regulación podría estar en contra del derecho de igualdad ante la ley establecido en el artículo 33 de la Constitución Política, debido a que es “prohibido el trato desigual para situaciones idénticas”,
  y en este caso, la actividad docente es idéntica entre participación como instructor y experiencia docente, mientras que el parámetro de medición es desigual.     

En síntesis, la manera como regula la actividad docente el Reglamento para el Reconocimiento de la Carrera Profesional en el Poder Judicial, va en contra de las actuales políticas educativas de la Escuela Judicial, debido a que la tendencia de los últimos años es el de darle mayor relevancia a las actividades académicas como lo son los programas de capacitación, que están diseñados, desde el punto de vista educacional, de una manera más técnica y científica, mientras que las actividades académicas que no se encuentren bien estructuradas, desde un punto de vista educativo, irán poco a poco disminuyendo dentro de los Planes de Trabajo de la Escuela Judicial.

Además, la actual regulación premia al facilitador que ha invertido menos tiempo en su labor docente y castiga al profesor que ha dedicado más tiempo ejerciendo esa misma labor, aspecto que perjudica a la Escuela Judicial debido a que no estimula la actividad docente y esto provoca que en el futuro ningún funcionario quiera impartir lecciones dentro de los programas de capacitación de la Escuela Judicial y busquen otras alternativas fuera del Poder Judicial.

Todas estas criticas demuestran la necesidad de reformar este reglamento y  ponen en evidencia que se requiere estructurar una normativa acorde con las políticas educativas de la Escuela Judicial, que estimule la labor docente a lo interno del Poder Judicial y respete los derechos constitucionales de los docentes. 

c) Recomendaciones para reformar el Reglamento para el Reconocimiento de la Carrera Profesional en el Poder Judicial respecto a los incentivos salariales a los docentes de la Escuela Judicial

En opinión del suscrito, la reforma a los artículos que regulan los incentivos salariales a la labor docente en la Escuela Judicial debe hacerse en conjunto entre servidores de la Escuela Judicial, que conocen de los aspectos académicos y educativos y el personal técnico de la Sección de Clasificación y Valoración de Puestos del Departamento de Personal, debido a que estos últimos tienen experiencia en todo el sistema de incentivos salariales y la indicada sección es la competente para hacer los estudios sobre reconocimientos salariales.
 

Además, en criterio del suscrito, se deberían tomar las siguientes ideas para efectuar una reforma adecuada a la regulación de los incentivos salariales a la labor docente en la Escuela Judicial, expliquemos cada una de ellas:

1. Se debería realizar la reforma tomando como base criterios uniformes y acordes con las políticas educativas que el Poder Judicial tiene en estos momentos. La reforma debería procurar idear un sistema de incentivos salariales sencillo y práctico. 

2. Es recomendable que se estudie reglamentación sobre incentivos salariales a la labor docente de otras instituciones como podría ser el Servicio Civil, que tienen experiencia en la educación no formal similar a la Escuela Judicial.

3. Es recomendable que se utilice como concepto único el de “docente” que engloba las figuras de tutor, instructor, profesor y facilitador.

4. Se recomienda que el reconocimiento salarial a la actividad docente se otorgue, como está regulado actualmente, solamente dentro de actividades académicas de la Escuela Judicial.

5. Es recomendable que se utilice un único parámetro para medir la experiencia docente. En criterio del suscrito debería solo usarse “horas” y no “año lectivo”.
6. El reconocimiento salarial debería hacerse con el criterio que a mayor número de horas clase y extraclase mayor incentivo salarial. Esto sería lo más justo, ya que a mayor inversión de tiempo en una actividad académica el reconocimiento debería ser mayor, esto ayudaría a estimular la labor docente en favor de la Escuela Judicial.

Conclusiones y recomendaciones

Del presente estudio se pueden extraer las siguientes conclusiones y recomendaciones:

1. Mientras no se reforme el actual Reglamento para el Reconocimiento de la Carrera Profesional en el Poder Judicial, al Lic. Alvaro Borbón Barrantes se le deberá aplicar el artículo 11 inciso “f) Experiencia docente” y no el inciso “c) Participación como instructor”.

2. La actual regulación de los incentivos salariales a la labor docente, no corresponde con la política educativa de la Escuela Judicial, no estimula la labor docente y no esta respetando los derechos fundamentales de igualdad ante la ley.

3. Es necesario reformar el Reglamento para el Reconocimiento de la Carrera Profesional tratando de uniformar y simplificar el sistema de reconocimientos salariales a la labor docente, para cumplir así los objetivos de la carrera profesional de estimular la superación, el aporte intelectual de los funcionarios profesionales y el retener al recurso humano profesional mejor calificado.

4. Es recomendable que la reforma al sistema de incentivos salariales por la labor docente tome como criterio que a mayor número de horas invertidas por un profesor, mayor será el porcentaje de reconocimiento salarial. 

5. Se recomienda al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, que si está de acuerdo con lo indicado en el presente estudio, autorice conformar un equipo de trabajo integrado por funcionarios de la Escuela Judicial y la Sección de Clasificación y Valoración de Puestos del Departamento de Personal, a efectos de elaborar un anteproyecto de reforma al Reglamento para el Reconocimiento de la Carrera Profesional en el Poder Judicial, en lo referente a los incentivos salariales a la labor docente y otros aspectos de interés común para ambos órganos. 
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SE ACUERDA:  Aprobar el informe y acoger las  recomendaciones propuestas que se deben comunicar al Departamento de Personal y al Lic. Álvaro Borbón Barrantes, Oficial de Investigación de la Sección de Oculares.  

Se comisiona al Lic. Mateo Ivankovich Fonseca LL.M, Subdirector de la Escuela Judicial para que coordine con el Departamento de Personal la integración del grupo de trabajo que elaborará el anteproyecto de reforma al reglamento mencionado.  ACUERDO FIRME. 
ARTICULO III

La señora Sandra Agüero Monge, Secretaria de la Comisión de Construcciones , en oficio N°026-CC-04 del 22 de abril de 2004, transcribe acuerdo de la sesión N°01-2004, celebrada el 26 de febrero, artículo XXX que dice:

“Mediante oficio N°004-CD/EJ-04 de 12 de enero en curso, el Lic. Mateo Ivankovich Fonseca, Subdirector de la Escuela Judicial, trascribe acuerdo del Consejo Directivo, sesión N°20, artículo VII, donde instan a esta Comisión, para que defina cuál es el área de posesión de la Finca la Soledad, con el fin de iniciar con los planos de ubicación de las aulas para la Escuela Judicial.

Se acuerda: Tomar nota del oficio y aprovechar la visita que se efectuará próximamente a San Rafael de Heredia y San Joaquín de Flores.”
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La señora Odalia Campos informa que la secretaria de la Comisión de Construcciones le informó telefónicamente que la visita fue realizada el pasado mes de marzo.

SE ACUERDA:   Tomar nota del acuerdo anterior y solicitar un informe a la Comisión de Construcciones sobre la decisión tomada para la ubicación de las aulas de la Escuela Judicial  en la finca la Soledad, ACUERDO FIRME.

ARTICULO IV

El señor Marco Antonio Palacios, Coordinador del Proyecto de Propiedad Intelectual de la Secretaria de Integración Económica Centroamericana SIECA-USAID, en oficio de 20 de abril dice:

“En nombre de la Secretaria de Integración Económica Centroamericana (SIECA) y el Proyecto de Propiedad Intelectual SIECA-USAID, tengo el agrado de hacer entrega, para usos de la Escuela Judicial bajo su digna dirección, de material bibliográfico referente a temas relevantes de la Propiedad Intelectual.


El materia en cuestión es el siguiente:

1.
Derecho de Autor y Derechos Conexos. Delia Lipszyc. (4 ejemplares).

2.
Comentario a la Ley 17/2001, de Marcas. Manuel Lobato. (4 ejemplares).

3.
La Protección Judicial de la Patente Farmacéutica, 15 años Avanzando en Defensa de la Innovación. Instituto de Derecho y Etica Industrial (IDEI) – Varios Autkores. (1 ejemplar).

4.
Propiedad Intelectual. Temas Relevantes en el Escenario Internacional. Proyecto Propiedad Intelectual SIECA-USAID. (2 ejemplar).

La primeras dos obras identificadas fueron adquiridas con fondos del Proyecto de Propiedad Intelectual. La tercera de las obras es un aporte que realizó el Instituto de Derecho y Etica Industrial (IDEI) de España; y la última e le resultado de un trabajo editorial llevado a cabo por el Proyecto de Propiedad Intelectual.

Considerando el creciente trabajo alrededor del tema relacionado, confiamos en que el material que se entrega resultará de utilidad para la importante actividad que desarrolla la Escuela Judicial de Costa Rica.

Para efectos de satisfacer requisitos administrativos de nuestro Proyecto que permitan documentar la entrega del material bibliográfico, ruego a usted acusar recibo de forma escrita respecto del material entregado con esta comunicación.”
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SE ACUERDA: Tomar nota y comisionar al Lic. Mateo Ivankovich Fonseca, Subdirector de la Escuela Judicial para que remita  un juego de los libros donados al Ministerio Público,  a la Defensa Pública y a la Unidad Documental de la Escuela Judicial.  ACUERDO FIRME.

ARTICULO V

La Licda. Yadira  Brizuela Guadamuz, Abogada de la Escuela Judicial en oficio EJ-UJ-136-2004 del 11 de mayo del año en curso dice:

“Someto a consideración de los miembros del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, la reconsideración planteada por el licenciado Minor Mendoza Cascante, Administrador del Juzgado de Tránsito del I Circuito Judicial de San José, mediante oficio n° 522-2004 del 6 de mayo de 2004, en vista del cambio de horario presentado a continuación:

CRONOGRAMA Nª 1

· Dos grupos de 10 (diez) Auxiliares A-B.

· Las sesiones se realizarían en 8 viernes, de por medio cada uno.

· Primer grupo de 10:00 horas a 12:00 horas

· Segundo grupo de 14:30 horas a las 16:30 horas

CRONOGRAMA Nª 2

· Un grupo de 10 (diez) auxiliares.

· Las sesiones se realizarían en 8 viernes, de por medio cada uno.

· El horario se realizaría de las 14:30 horas a las 16:30 horas.

Asimismo, solicito se autorice la confección de certificados de aprovechamiento, los discentes deberán realizar una evaluación  final.

Adjunto solicitud del licenciado Mendoza.”
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El Lic. Minor Mendoza Cascante, Administrador del Juzgado de Tránsito I Circuito Judicial de San José en oficio N° 522-2004 del 6 de mayo en curso dice:

“En vista del acuerdo tomado por el CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL, en la sesión Nª 6 celebrada el 22 de abril del año en curso, ARTICULO V, me permito solicitar que por su digno medio sea sometido ante ese Consejo un Recurso de Reconsideración al acuerdo en lo que respecta al horario establecido para la ejecución del curso, en lugar de efectuarse en horas no hábiles realizarse en horas hábiles considerando los siguientes puntos: 

1.  Primeramente el interés de los auxiliares judiciales hacia el curso ha generado una necesidad imperante dentro del personal, ya que consideran fundamental realizar la actividad para mejorar sus tareas diarias a fin de brindar un mejor servicio, no obstante, muchos de los servidores realizan estudios después de la jornada laboral, aunado a las actividades personales, por lo que persiguiendo los objetivos del curso los mismos no se cumplirían totalmente ya que se requiere la participación del cien por ciento.

2.  El curso se realizará dentro de las instalaciones del Juzgado, lo cual no habría tiempo ocioso por  desplazarse a otro centro.

3.  Actualmente, siete auxiliares judiciales se encuentran recibiendo por parte de la Escuela Judicial el curso “Tramitación en Materia Civil y Familia” , nótese que este curso a servido de parámetro para que esta administración reorganice al personal para cubrir a los compañeros y coordinar lo pertinente para que no se afecte el servicio que se brinda al usuario; un ordenamiento de trabajo similar se utilizaría para este curso.

4.  Asimismo, con el fin de no afectar el buen servicio público seguidamente se presentan dos cronogramas de actividades:

CRONOGRAMA Nª 1

· Dos grupos de 10 (diez) Auxiliares A-B.

· Las sesiones se realizarían en 6 viernes, de por medio cada uno.

· Primer grupo de 10:30 horas a 12:00 horas(*).

· Segundo grupo de 14:30 horas a las 16:30 horas(*).

CRONOGRAMA Nª 2

· Un grupo de 10 (diez) auxiliares.

· Las sesiones se realizarían en 6 viernes, de por medio cada uno.

· El horario se realizaría de las 14:30 horas a las 16:30 horas(*).

(*) Este horario se considera como el de menor afluencia de público para declaraciones y consultas siendo los trámites de mayor auge en el Despacho. 


Con respecto con la agenda que llevan las dos juezas que impartirán el curso, las mismas no señalarían juicios durante el transcurso de la sesión según las dos propuestas referidas.


Por lo anteriormente expuesto, quedo a la disposición para lo que a bien tengan resolver, sin otro particular al respecto, se suscribe atentamente un servidor.”
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SE ACUERDA:  Rechazar la solicitud planteada y mantener lo resuelto en la sesión N°6 del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, celebrada el 22 de abril de 2004, artículo V y se autoriza la confección de certificados de aprovechamiento siempre y cuando cumplan con los requisitos establecidos por la Escuela Judicial. ACUERDO FIRME.

ARTICULO VI

El LLM. Mateo Ivankovich Fonseca, Subdirector de la Escuela Judicial en oficio  EJ-DIR-164-04 de 11 de mayo del año en curso dice:

“La Asociación Internacional de Jueces en Derecho de Refugiados (IARLJ, por sus siglas en inglés) se constituyó en 1997, en Varsovia, con el objetivo principal de buscar y promover que la  protección ofrecida a personas objeto de persecución basada en raza, religión, nacionalidad, pertenencia a un grupo social particular, u opinión política, constituye un derecho individual establecido por el derecho internacional; asimismo, la decisión de otorgar o cancelar el status de refugiado, debe someterse a la ley. Desde el establecimiento de la Asociación, se han formado varios capítulos regionales: el capítulo de Australasia, el de Europa y, recientemente el de las Américas. 

El capítulo de las Américas se compone de todos los miembros en regla -según se estableció en la Constitución de la agrupación- de la Asociación Internacional de Jueces en Derecho de Refugiados, que sean de América del Norte, América Central y el Caribe, y América del Sur. Se propone ocuparse de asuntos de asilo relativos a las Américas. 

La Sección de las Américas procurará promover los objetivos de la Asociación establecidos en los estatutos de la AIJDR, por medio de la cooperación y el intercambio de información y conocimientos especializados entre los países de las Américas, en materia de derecho de refugiados, procedimientos y toma de decisiones. Asimismo, se propone identificar y analizar asuntos relacionados con temas migratorios, y en particular, sobre el tema de los refugiados y la evolución de la jurisprudencia en la región, así como examinar la posible influencia que tiene la evolución de la jurisprudencia de otras jurisdicciones. Sus principales objetivos son el mejoramiento del desarrollo profesional de los jueces miembros de la Asociación, procurar que todos los jueces en materia de refugiados se unan a la Asociación e intercambiar conocimientos  entre todos los países americanos.

En años pasados, los miembros de la Asociación han ejercido el papel de educadores y facilitadores en clases exitosas realizadas en varios lugares del mundo, al igual que en talleres realizados en lugares tan diversos como Washington D.C., San Petersburgo, Tokio y Dar-es-Salaam Tanzania. También se han asignado temporalmente miembros en África del Sur desde el año 2000, con el fin de ayudar a reducir el retraso en casos de asilados.
Fue en agosto de 2003, durante la primera Conferencia Capítulo de las Américas, celebrada en Washington D.C., EEUU, que se decidió la conformación de un Capítulo para América Latina, y designaron como representantes la de Ecuador, y la de Costa Rica, Magistrada de la Corte Suprema de Justicia, Ana Virginia Calzada Miranda. 

Consecuentemente, Costa Rica, durante este año, es sede anfitriona de la I Conferencia Regional del Capítulo de las Américas de la Asociación Internacional de Jueces y Juezas en Derecho de Refugiados(as), la cual se llevará a cabo del 09 al 11 de junio de 2004 en el Club Unión.

El evento que se está organizando tendrá una amplia repercusión internacional, no solamente por la importancia y actualidad del tema que involucra: La Migración, y el Derecho de Refugiados; sino también porque participarán como ponentes un elenco de los más distinguidos especialistas en la materia, provenientes de todo el continente americano.

Por lo anterior, la Magistrada Calzada, coordinó con la Escuela Judicial con el propósito de contar con asesoría curricular y logística. Se nombró a la MSc. Sonia Méndez González, quien junto a la Comisión Organizadora del evento ha prestado su ayuda en aquellos aspectos que se requieran. De la misma forma, la Escuela Judicial está brindando todo su apoyo desde la Unidad de Audiovisuales en la persona del señor Frank Alvarado, quien se encargará de lo relacionado a lo de audio y video de la actividad, entre otros. 
Es importante destacar que, para la magnitud del evento por realizar, la Magistrada Calzada junto con la Comisión Organizadora, consideran pertinente ofrecer a los participantes certificado de participación, ya que, respalda su capacitación para el desempeño de tan importante función.

Por lo expuesto, solicito al Consejo Directivo, el permiso para otorgar certificado de participación a los asistentes de la I Conferencia Regional del Capítulo de las Américas de la Asociación Internacional de Jueces y Juezas en Derecho de Refugiados(as), la actividad tendrá una duración de 21 horas durante los tres días según programa adjunto. Además, se solicita elevar la petición al Consejo Superior para que los funcionarios participantes del Poder Judicial de Costa Rica puedan asistir a la actividad con goce de salario.

I Conferencia Regional del Capítulo de las Américas de la Asociación Internacional de Jueces y Juezas en Derecho de Refugiados(as)

Metodología 

La metodología de la actividad se trabajará en dos partes, una primera parte se destinará a conferencias con ponentes y moderadores de distinguida trayectoria en el tema, y la segunda parte será para talleres referente a Derecho de Refugiados y Asilo.
Objetivo General 

Difundir información relevante sobre el Derecho de Refugiados y promover los objetivos de la Asociación.

Objetivos específicos:

· Capacitar jueces, juezas y funcionarios involucrados en materia de refugiados para un mejor desempeño y eficiencia profesional en la toma de sus decisiones.

· Establecer los mecanismos necesarios para crear una base de datos sobre legislación migratoria de todo el continente.

· Promover la creación de una página web permanente que contenga información actualizada sobre legislación migratoria de toda América.

· Analizar el sistema migratorio de EE.UU. y Canadá con el fin de establecer un sistema similar en otros países de América.

· Promover la afiliación de los participantes a la Asociación.
  Idioma: 

El desarrollo de todas las actividades se realizará en español con traducción simultánea al inglés.
Lista de conferencistas:

· Antonio Cançado Trindade (Presidente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos).

· Allan Lufty (Magistrado Presidente de la Corte Federal de Canadá).

· Jean-Guy Fleury (Presidente del Consejo Migratorio y de Refugiados de Canadá).

· Lori Scialabba (Presidenta del Consejo de Apelaciones en materia Migratoria, del Departamento de Justicia de los Estados Unidos de América).

· Michael Creppy (Presidente de la Oficina Ejecutiva para Migración  del Departamento de Justicia Estados Unidos de América).

· Hugo Storey (Ph D. University of Leeds), Vice-Presidente del Tribunal Migratorio de Apelaciones en el Reino Unido.

· Erika Feller (Directora del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados en Ginebra, Suiza).

· Ana Virginia Calzada Miranda (Magistrada de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica).

· Janice Marshall (EUA, ACNUR Washington D.C).

· Leonardo Franco (Argentina, ACNUR).

· Grainne O´Hara, (Irlanda, ACNUR).

· David Martín (US University of Virginia).

· Juan Carlos Murillo (Costa Rica, ACNUR).

· David Weissbrodt (ACNUR, Interlocutor Especial en Derechos de Personas sin ciudadanía de la Sub-Comisión para la Promoción y Protección de Derechos Humanos).

· Gabriela Rodríguez Pizarro (ACNUR, Interlocutora Especial De La Comisión para los Derechos Humanos de Inmigrantes).

· Mark Manly (Canadá, ACNUR Colombia).

AIJDR Capítulo de América – Talleres y Primera Conferencia

Asilo y Protección de Refugiados en el Continente Americano:

Buenas prácticas y  tendencias emergentes en el Derecho Internacional

CLUB UNIÓN DEL 09 AL 11 DE JUNIO DE 2004

SAN JOSÉ, COSTA RICA

PROGRAMA

MIÉRCOLES 09 DE JUNIO DE 2004    
CONFERENCIAS:

8:30 a.m.
Bienvenida / Introducción

8:30-8:45
Sr. Luis Paulino Mora. Presidente de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica

8:45-9:00
Magistrada Ana Virginia Calzada Miranda


Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica.

9:00-9:15
Sr. J.G. Fleury. Discurso del Presidente del Capítulo de América de la  AIJDR.

9:15-9:30 
Sr. Allan Mackey. Discurso del Presidente de la AIJDR.

9:30-10:15 
Sr. A. Cancado T. Discurso Principal: La conexión entre Derechos 
Humanos y el Derecho de Refugiados.
10:15- 10:30
Refrigerio

10:30-12:00

Panel: Protección de los Derechos Constitucionales de Individuos con Problemas Migratorios.






Moderador:
Pres. Corte. Fed. Canadá. 







Hugo Storey (Reino Unido)








Michael Creppy (EUA)

David Weissbrodt (NU)







Gabriela Rodríguez Pizarro (NU)

Magistrada Calzada Miranda (CR)

12-1:30 p.m.
Almuerzo




1:30-2:15 

Sr. Leonardo Franco. Discurso Principal: Problemas Emergentes en América

2:15-3:15  

Panel: 
Trata de personas, especialmente niños y niñas y tráfico ilícito de inmigrantes..



Moderadora: 
Sra. Milena Grillo (CR-PANIAMOR)


Sr. Graine O’Hara (ACNUR)




Rosalía Gil  (CR- PANI)







Sra. Àgueda Marín (Miembro de OIM)







Sr. Representante del Caribe




3:15-3:30 
Refrigerio


3:30-4:30

Panel: 
Una Perspectiva histórica sobre los refugiados haitianos: lecciones sobre el manejo de crisis.

Moderador:
Sr. Edward Grant (EUA) y Sr. Andrés Ramírez  (Miembro de ACNUR)

7:00 p.m.  
Recepción de Bienvenida
,


Corte Suprema de Justicia de Costa Rica







JUEVES 10 DE JUNIO DE 2004    
FINALIZACIÓN DE CONFERENCIAS E INICIO DE TALLERES

8:30-10:00 a.m.

Panel: Desarrollo de buenas prácticas  en América





Moderadora:
Sra. Lori Scialabba (EUA)


Sra. Gioconda Ubeda (CR)

Sr. Santiago Martínez (Ecuador)

Sr. Gaetan Cousineau  (Canadá)

Sra. Myriam Morales (México)

10:00-10:15
Refrigerio



10:15-11:00

Sr. Marco Badilla. Detalle de Acuerdos de la Comisión Centroamericana de Directores de Migración (OCAM)

11:00-12:00 m.d. 

Sr. J.G. Fleury. Conclusiones: Clausura de las Conferencias

12:00-1:30 p.m. 
Almuerzo


INICIO DE TALLERES SOBRE DERECHO DE REFUGIADOS Y ASILO

1:30-1:45 p.m.

Sr. Rick Sainsby. Introducción a los Talleres

1:45-2:30

Sr. Francisco Galindo. Sistema Internacional para la Protección de Refugiados

2:30-2:45
Refrigerio



2:45-3:30
Sr. Mark Manly. El Contexto Internacional de los Derechos Humanos

3:30-4:15 
Sr. Juez Williams. Naturaleza de la Determinación de la condición de Refugiados.

4:15-4:45
Coloquio: Discusión sobre la perspectiva latinoamericana.

5:00 a 6:00
Foro para juezas
7:00 p.m.
Recepción. Colegio de  Abogados



VIERNES 11 DE JUNIO DE 2004    
FINALIZACIÓN DE TALLERES/ REUNIÓN ADMINISTRATIVA 
8:30-10:00 a.m.

Sr. Rick Stainsby. Cláusulas de Inclusión de la Convención para la Definición de Refugiados.


Reunión de Interlocutores de ACNUR

10:00-10:30 
Sra. Gioconda Ubeda. Coloquio: Comentarios y preguntas.


10:30-10:45
Refrigerio



11:45-12:30  p.m.
Sr. Juan Osuna. Cláusulas de exclusión 

12:30-1:30
Sra. Gioconda Ubeda. Coloquio: Comentarios y preguntas.


1:00 a 2:00 
Almuerzo




2:00-3:00
 Juez Williams.
Técnicas de     entrevistas / Evaluación de la credibilidad.

3:00-3:15




Refrigerio

3:15-4:15

Sr. Juan C. Murillo.
Asilo en el Contexto Regional (Cartagena, asilo, etc).

4:15-4:30

Magistrada Calzada. Agradecimiento.

4:30-5:00 

Reunión general del Capítulo de América de la AIJDR (todos los miembros).

5:00-5:30
Reunión del Comité Administrativo del Capítulo de América de la AIJDR.

6:30 p.m.




Recepción, Embajada. de Canadá.

Lista de participantes:
IARLJ – San José Conference
List of Speakers/Presenters and Participants

FUNCIONARIOS DEL PODER JUDICIAL

1. Sara Castillo (Directora Ejecutiva de CONAMAJ)

2. María Isabel Bermúdez (Sala Constitucional).

3. Laura Arroyo C. (Sala Constitucional)

4. Silvia Leiva (Sala Constitucional)

5. Sonia Villegas (Sala Constitucional)

6. Lena White (Contralora de Servicios del Poder Judicial).

7. Yamín Aragón Cambronero (Jueza Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia)

8. Miriam Chahade Larah   (Defensa Pública)

9. Max Vargas Céspedes (Sala Constitucional).

10.  Letrado(a) Sala Constitucional

11.  Letrado(a) Sala Constitucional.

12.  Andrea Herrera Gutiérrez (Sala Constitucional)

13.  Carlos Morera Flores (OIJ)

14.  Jorge Chavarría Guzmán (Fiscal)

OTROS PARTICIPANTES:  

1. Jean-Guy Fleury (Chairperson, IRB, Canadá)

2. Gaeten Cousineau (Deputy Chairperson, IRB, Canadá)

3.  James Simeon (Co-ordinating member, IRB, Canadá)

4.  Rick Stainsby (Director General, Professional Development, IRB, Canadá) *

5. IRB member/staff (IRB, Canadá)*

6.  Lois D. Figg (Co-ordinating member, IRB, Canadá)

7.  Lori Scialabba (Chairman, US Immigration Board of Appeals, US)^

8.  Michael Creppy (US Chief Immigration Judge, US)

9.  Judge Phillip T. Williams (US Ass’t Chief Immigration Judge, US)*

10. Juan Osuna (Member, US Immigration Board of Appeals, US)*

11. Edward Grant (Member, US Immigration Board of Appeals, US)

12. Mark Manly (UNHCR, Colombia)* 

13. Francisco Galindo (UNHCR, Colombia)* 

14. Juan Carlos Murillo (UNHCR, San José)* 

15. Justice Carolyn Layden-Stevenson of the Federal Court (Canadá)^

16. Antonio Augusto Cancado Trindade (Judge, Pres. I/ACrtHR) (key-noteseaker)^

17. Dr. Hugo Storey (VP, UK Immigration Appeal Tribunal, UK)^

18. Individual from Venezuela’s National Commission for Refugees

19. Justice Ana Virginia Calzada Miranda (Costa Rica)^

20. Leonardo Franco (Former Director, DIP, UNHCR) (key note speaker)^

21. David Weissbrodt (Special Rapporteur on the Rights of Non-Citizens of the Sub-Commission on the Promotion and Protection of Human Rights)^

22. Gabriela Rodríguez Pizarro (Special Rapporteur of the Commission on the Human Rights of Migrants)^

23. Juan Jaramillo, (Constitutional Court, Colombia) (HCR funded)

24. Héctor Sintura (Legal Advisor, Ministry of Foreign Affairs, Colombia) (HCR funded) 

25. Luis Paulino Mora (President of the Constitutional Court of Costa Rica)^

26. Kattia Jiménez (Organización Internacional para las Migraciones) 

27. Sofía Salas (Organización Internacional para las Migraciones)

28. Marco Badilla (Director General de Migración y Extranjería, DGME, Costa Rica)


29. Roxana Quesada (Jefe, Departamento de Refugiados, DGME, Costa Rica)

30-37. UNHCR Washington has confirmed it will fund the participation of 8 people from the Caribbean (Antigua, Bahamas, Dominica, Dominican Republic, Jamaica, Trinidad & Tobago) – names of participants still to be determined.  Also UNHCR will identify one other participant from Honduras. 

38.  Allan Mackey (IARLJ President)

39. Juan Méndez (Former Pres. IACHR)

40.  Santiago Martínez (Head of the Dept. of Human Rights, MFA, Ecuador) (HCR funded)

41. Amed Arbee, (Head of South African Refugee Approval Board, South Africa)

42. Miriam Morales S.  (Chairperson of the Mexican Commission for Refugees, Mexico)

43. Alberto Piedra G (Deputy Chairperson of the Mexican Commission for Refugees, Mexico)

44.   Cinthya Cardenas (Head of the Protection Officers for Refugees, Mexico) (HCR funded)

45. Vicente Rogueni L. (Advisor of the Vice Minister of Migration Population and Religious Affairs at the Ministry of Governance, Mexico) 

46.  José Valencia, (Universidad Católica/ONG, Ecuador) (HCR funded)

47.  Patricio Rubio (Secretario, Comisión Especial para los Refugiados, Perú) (HCR funded)

48.  Gabriel Chausovsky (Cámara Federal de Apelación de Paraná, Argentina) (HCR funded)

49.  Cecilia Medina (Centro de DDHH Universidad de Chile, Chile) (HCR funded)

50.  Eduardo Cavalli Asole (Juez Letrado Penal de ler Turno, Uruguay) (HCR funded)

51. Rónald Villalobos (Departamento de Refugiados, DGME , Costa Rica)

52. Adolfo Arguedas (Sub Jefe Asesoría Jurídica, Ministerio de Gobernación, Costa Rica)

53. Gioconda Ubeda, (Jefa del Departamento Legal del Ministerio de Relaciones Exteriores de Costa Rica, ex consultora de ACNUR). 

54. Andrés Ramírez (Oficial de Programas del ACNUR en Venezuela). 

55. Rosalía Gil (Presidenta del Patronato Nacional de la Infancia, Costa Rica)

56. Milena Grillo (Fundación PANI-AMOR).

57. Max Esquivel Faerrón (Defensor Adjunto de los Habitantes, Costa Rica)

58. Águeda Marín (Organización Internacional para las Migraciones)

59. James Kovar (Representante del ACNUR en Costa Rica).

60. Lilia S. Velásquez (Docente, California Western School of Law).

61. José Manuel Echandi (Defensor de los Habitantes)
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SE ACUERDA: Aprobar la I Conferencia Regional del Capítulo de las Américas de la Asociación Internacional de Jueces y Juezas en Derecho de Refugiados (as) a realizar del 9 al 11 de junio de 2004, con una duración de 21 horas y se autoriza la confección de certificados de participación. Comuníquese al Consejo Superior para el permiso con goce de salario sin sustitución para los participantes del Poder Judicial. ACUERDO FIRME

ARTICULO VII

La Licda. Alejandra Monge Arias, Abogada de la Escuela Judicial, en oficio UJ-123-04 del 27 de abril del año en curso dice:

“Según el cronograma de reuniones para la organización de las XVIII Jornadas de Medicina Legal Niñez y Adolescencia; el pasado 23 de abril asistí a una reunión en San Joaquín de Flores acompañada de la compañera Ana Tristán, quien ha sido designada para brindar apoyo metodológico.

Dicha reunión giró básicamente alrededor de dos puntos: presupuesto y becas, por lo que considero de mucha importancia ponerle al tanto de la propuesta que al efecto realiza el Dr. Abarca, con el fin de que se pronuncie usted al respecto.

Para las Jornadas de este año la suma presupuestada es de C 1.973.400.00, suma que según nos indica Financiero Contable, debe ser transferida de la subpartida 199 “Otros servicios no personales” a la subpartida 290 “Artículos para gastos y recepciones”, trámite que ya está realizando el compañero Vicente Martínez mediante el movimiento de fondos N° 03, que en el mes de abril prepara Financiero Contable y se estima esté concluido según me indicó, en el mes de junio.

Con un presupuesto limitado (menos que el del año pasado) y de acuerdo con el costo establecido por el Hotel Fiesta, el Dr. Abarca estima que solo podrán otorgarse 34 becas, las cuales sugiere distribuir de la siguiente manera:

Posibles becados
Número de Becas



Expositores /as


15

Presidencia de la Corte


1

Consejo Superior


1

Dirección OIJ


1

Comité Organizador:

· Asociación Costarricense de Medicina Legal

· Departamento de Medicina Legal

· Escuela Judicial


3

Jefaturas de las Unidades Médico Legales

· San Carlos

· Puntarenas

· Cartago

· Santa Cruz

· Limón


5

Departamento de Medicina Legal

· Para distribuir entre funcionarios /as del Departamento


4

Escuela Judicial

· Para distribuir entre fiscales, jueces y defensores


3

Escuela Judicial

· Especialista en educación


1

Total de becas


34

Según lo expuesto en el cuadro anterior, le solicito girar instrucciones o bien elevar la consulta a Consejo Directivo, ya que esta distribución y debido a lo limitado del presupuesto, podría dejar sin una participación proporcional a jueces, fiscales y defensores que ya han empezado a hacer llegar sus solicitudes; para citar un ejemplo el Dr. Alfonso Navas en su calidad de Supervisor de la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública está solicitando espacio para los 39 defensores /as que laboran en la Unidad de Derecho Penal Juvenil (lo cual de todas maneras es materialmente imposible) y  la misma inquietud ha manifestado el Lic. Jorge Segura Subjefe del Ministerio Público en relación con los /as fiscales que laboran en materia Penal Juvenil, Delitos sexuales y Violencia Doméstica, etc.
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SE ACUERDA:  Comunicar al Dr. Carlos Abarca Barrantes del Departamento de Medicina Legal y a la Licda. Alejandra Monge Arias, integrantes del Comité Organizador de la XVIII Jornadas de Medicina Legal Niñez y Adolecencia  que la distribución de las becas que otorga el Poder Judicial es  la siguiente :

Becados
Número de Becas



Expositores /as


15

Presidencia de la Corte


1

Dirección OIJ


1

Comité Organizador:

· Asociación Costarricense de Medicina Legal

· Departamento de Medicina Legal

· Escuela Judicial


3

Departamento de Medicina Legal
5



Escuela Judicial

· Para distribuir entre fiscales (3), jueces (2), O.I.J. (1) y defensores (3)


9

Total de becas


34

Los nombres de los  fiscales, jueces, O.I.J. y defensores se pondrá en conocimiento de la comisión posteriormente. ACUERDO FIRME.”

ARTICULO VIII

Se recibe al  Lic. Jorge González Pinto, Psicólogo Clínico Forense y se refiere a la obra del “Diccionario de Psicología Clínica Forense: Principales trastornos, síndromes y metodología psicotécnica”  que elaboró para el Poder Judicial,  la cual está lista para su publicación.

Manifiesta que la Comisión de Publicaciones en la sesión ordinaria N°01-04 del 22 de marzo de 2004 acordó solicitar recursos dentro del presupuesto del año 2005 para realizar la publicación, no obstante, sabiendo las dificultades económicas de la institución considera que no hay seguridad que dicho presupuesto se conceda.  Su propósito ahora es  agilizar el proceso para que se lleve a cabo la publicación ya que es una obra muy valiosa y de gran necesidad para llenar los vacíos que hay en la materia por parte de los funcionarios judiciales,  por lo que quiere hacer conciencia sobre el tiempo que le brindó el Poder Judicial  para escribir la obra, tiempo y esfuerzos que no se puede  tirar a la borda  si no se logra contar con recursos para su publicación.  Agrega además que hay editoriales que le han planteado la posibilidad de publicarla  y otorgarle algunos beneficios a la institución en caso de que no cuente con recursos.  Su deseo es saber antes de acogerse a su jubilación que dicha obra se publicará ya que no le interesa beneficiarse él sino beneficiar a la institución  y llenar la enorme necesidad que hay en la materia.  También plantea la posibilidad de que se le autorice realizar la publicación ya que es una obra suya producto de muchos años de trabajo.

Los licenciados Ivankovich y  Bresciani  manifiestan que hay otros aspectos que se deben considerar antes de autorizar la publicación como es la  validación de la obra por parte de un especialista en la materia, la corrección, etc.  Agregan que esto lleva su tiempo y son procesos que se llevan a cabo con toda publicación que realiza la Escuela.

El Lic. González dice que en el país no hay nadie que pueda convalidar la obra ya que él es el único Psicólogo Forense que hay en Costa Rica graduado en ese campo.

La Mag. Calzada manifiesta que  si  no hay en el país una persona que pueda validar la obra no se puede solicitar a una persona que no tenga experiencia en el mismo campo.  Además considera importante contar con una constancia del respectivo colegio donde se manifieste que el Lic. González es  el único Psicólogo Forense en el país graduado en ese campo para efectos de documentar cualquier situación futura.

El Lic. González explica que el material que contiene la obra ha sido consultada, conocida, y validada por diferentes  especialistas en el campo.

SE ACUERDA:  Solicitar al Lic. Jorge González Pinto que presente una validación de la obra firmada  por los especialistas que le ayudaron  y conocen la obra  para efectos de que se pueda omitir el requisito de validación y luego autorizar la publicación con cargo al presupuesto de la Escuela Judicial.  ACUERDO FIRME.

ARTICULO IX

Los licenciados Román Bresciani Quirós, Gustavo Céspedes Chinchilla, Yadira Brizuela Guadamuz, Alejandra Monge Arias y Otto González Vílchez, todos Abogados de la Escuela Judicial en oficio UJ-137-04 del 12 de mayo de 2004 remiten para consideración del Consejo Directivo el “Estudio para adaptar técnica y legalmente las nuevas políticas de certificación de programas y cursos en la Escuela Judicial” que dice:

“Estudio para adaptar técnica y legalmente las nuevas políticas de certificación de programas y cursos en la Escuela Judicial

Introducción

El presente estudio, elaborado por los profesionales en Derecho de la Escuela Judicial, tiene como finalidad el efectuar una crítica constructiva a las nuevas Directrices Generales de Certificación de Programas y Cursos en la Escuela Judicial, aprobadas por el Consejo Directivo en su sesión N°18 celebrada el 5 de noviembre de 2003, Artículo II, y brindar nuestro punto de vista en este importante tema.

Nuestro objetivo fundamental es analizar esta valiosa investigación elaborada por la Licda. Ingrid Bermúdez Vindas y la Doctora Ana Tristán Sánchez, que consideramos pone a discusión el tema de la adecuada certificación de las actividades académicas de la Escuela Judicial y de la necesidad de aumentar el nivel de exigencia académico tan necesario en nuestra institución, pero nos parece que no debe ser la única base que el Consejo Directivo pueda tomar para formular una política de certificación y su respectiva aplicación.

Consideramos, y así lo expondremos de manera detallada y fundamentada en este estudio, que para formular una adecuada política educativa, como en el presente caso; en el área de certificación de cursos, es necesario que esta se fundamente en estudios técnicos, que se tome en cuenta la realidad y la forma de operar de la Escuela Judicial de una manera integral y que se considere la opinión de todos los profesionales involucrados en el diseño, planeamiento, ejecución y evaluación de actividades académicas de nuestra institución.

Además, explicaremos desde una perspectiva legal, que la manera de aplicar estas directrices de certificación por medio de un acuerdo de Consejo Directivo, no es la forma adecuada de regular las relaciones jurídicas entre la Escuela Judicial, sus docentes, participantes y como se mencionó anteriormente debería hacerse por medio de reformas legales y reglamentarias de carácter integral.

Esperamos con este estudio, colaborar a que la Dirección y el Consejo Directivo tomen las mejores decisiones en cuanto a las políticas educativas más convenientes para la actual y futura Escuela Judicial.  

Críticas a la actual aplicación de las Directrices Generales para la Certificación de Programas y Cursos en la Escuela Judicial aprobadas por el Consejo Directivo

Al informe que toma como base el Consejo Directivo para definir las políticas de certificación, se le pueden hacer las siguientes críticas:

1. Desde la perspectiva metodológica: podemos indicar que este estudio se realizó sin tomar las opiniones de los distintos profesionales involucrados en el diseño, planeamiento, ejecución y evaluación de cursos, tanto de la Escuela Judicial como de las Unidades de Capacitación del Ministerio Público, Defensa Pública y Sector Administrativo. No se consideró la opinión de los mismos docentes y participantes de la Escuela Judicial, respecto a qué tipo de políticas se deberían seguir para certificar cursos. 

2. Desde la perspectiva legal: se puede decir que este estudio carece totalmente de un análisis legal que determine las implicaciones en la normativa interna de la Escuela Judicial y de otras dependencias del Poder Judicial.
 Además, como se explicará más adelante, es necesario que el nuevo sistema de certificación de programas y cursos sea aplicado por medio de reformas legales y reglamentarias integrales. 

3. Desde la perspectiva de los criterios utilizados: este informe utiliza como base los criterios de certificación de cursos del Consejo Nacional de Rectores (CONARE) y del Centro de Capacitación y Desarrollo (CECADES) del Servicio Civil, y como se explicará más adelante, no es recomendable utilizar criterios del CONARE, debido a que regula la educación formal universitaria, que no es el tipo de educación que ejecuta la Escuela Judicial. Por el contrario, nos parece que sí es correcto utilizar  los criterios del CECADES y en general del Servicio Civil, al ser un órgano que imparte capacitación no formal, pero tomando en cuenta que esta institución trabaja amparada a un marco normativo y logístico que le ha ayudado a contar con estudios técnicos que fundamentan adecuadamente sus políticas de certificación. 

4. Desde la perspectiva de la finalidad de la certificación de cursos: este informe de directrices de certificación no contempla un análisis integral de la finalidad de la certificación de cursos en la Escuela Judicial. Se debe recalcar, que un certificado se puede definir como un “Documento probatorio de que se ha cumplido exitosamente con los requisitos y exigencias estipulados para una actividad de capacitación” 
 por lo que un certificado produce una serie de derechos al docente y al participante, en las siguientes áreas:

· Reconocimiento en la Carrera Profesional, (incentivos salariales).

· Reconocimiento de  la carrera judicial, (sistema de selección de jueces).
 

· Reconocimiento en el sistema de reclutamiento y selección.
 

· Reconocimiento de incentivos no salariales como permisos de estudios o becas.

Todas estas áreas se encuentran reguladas por reglamentación interna y se debió hacer un análisis total y exhaustivo de las implicaciones que tendría el cambio de los sistemas de certificación en toda esta normativa.

Las observaciones señaladas , nos llevan a la conclusión que el informe sobre directrices de certificación, tiene deficiencias en las áreas apuntadas, por lo que no es recomendable que sirva de única base para regular la certificación de programas y cursos en la Escuela Judicial.

Necesidad de realizar estudios técnicos que fundamenten una adecuada política de certificación de actividades académicas en la Escuela Judicial

Se considera que para que el Consejo Directivo pueda emitir toda una nueva política educativa respecto a la certificación de cursos y programas, debe hacerse efectuado estudios técnicos que le sirvan de base para dictar políticas educativas más acordes con la realidad institucional de la Escuela Judicial.

Debemos recalcar que instituciones como el CONARE y el CECADES, tienen un sistema de certificación de actividades académicas, que se fundamenta científicamente en todo un sistema de planeamiento curricular de cursos y programas, 
 por lo que cuando estos órganos definen, por ejemplo, que un certificado de participación debe ser otorgado por un mínimo de 12 o más horas de instrucción efectiva,  existe toda una política educativa fundamentada en estudios técnicos y en procedimientos internos bien definidos.

Precisamente, la investigación de la doctora Tristán y la licenciada Bermúdez, es muy valiosa, sin embargo, este documento carece de estudios detallados que permitan llegar a la conclusión de que la clasificación, número de horas mínimo, sistema de evaluación, entre otros aspectos, sean los más convenientes según la forma en que se trabaja en la Escuela Judicial. 

En nuestro criterio, el sistema de certificación aprobado se basa en una adaptación, sin contar con estudios técnicos, de los sistemas de certificación utilizados por el CONARE y el CECADES. Esta adaptación no se realizó de manera adecuada y siguiendo parámetros objetivos, debido a las siguientes razones:

· Se utilizó en el aspecto de la medición de horas intra y extra clase, los criterios del CONARE que están diseñados para la educación formal universitaria, que tiene otra finalidad a la educación no formal que imparte el Servicio Civil y la misma Escuela Judicial. Para adaptar estos criterios se debe hacer un estudio de cómo se podrían aplicar en los casos tan particulares de la capacitación judicial. 

· Es correcto utilizar los criterios de certificación que cuenta el CECADES, por su afinidad con la Escuela Judicial y adaptarlos a nuestra realidad mediante estudios técnicos más detallados. Precisamente, las políticas de certificación aprobadas no corresponden con los criterios del mismo CECADES,  ni se tomó en cuenta la realidad operativa de la Escuela Judicial, como se desprende del siguiente análisis:

1. “Certificados de Asistencia: solamente se otorgarán en caso de ciclos de conferencias o de charlas con duración mínima de ocho horas. Se debe asistir al 100% de las charlas o conferencias” Observaciones:

· El CECADES tiene regulado que un certificado de asistencia se dará en actividades de capacitación inferiores a doce (12) horas naturales de instrucción efectiva,
 como se puede observar, los parámetros se cambian en las directrices de certificación aprobadas, debido a que, se establece un número mínimo de 8 horas y se agrega un requisito, el cual consiste en otorgar esta clase de certificados, si se dan dentro de un tipo de actividad académica específica, como lo son las conferencias o charlas. Precisamente, en este punto se puede apreciar que no se siguió el estándar establecido por el CECADES, ya que en el Servicio Civil se pueden otorgar certificados de asistencia menores a doce horas, es decir, se pueden dar certificados de asistencia por actividades académicas de tres, cuatro, cinco o más horas, pero que no sobrepasen las doce horas. 

· El certificado de asistencia, es una clase de certificado que no  existe en la Escuela Judicial, (sirva aclarar que la regulación de certificados no se encuentra en la Ley ni el Reglamento de la Escuela Judicial), y la creación de este tipo de certificado no corresponde con la única normativa que regula aspectos de certificación, que es el Reglamento para el Reconocimiento de la Carrera Profesional en el Poder Judicial. 
 La creación de un nuevo tipo de certificado requiere de una reforma a este reglamento, debido a que no se podría otorgar ningún reconocimiento salarial por un certificado que no existe. 

2. “Certificado de Participación: se otorgarán para cursos con una duración mínima de 16 horas. No incluyen evaluación de los aprendizajes. Se requiere la asistencia al 100% de las sesiones.”  Observaciones:

· El CECADES otorga este tipo de certificado a los participantes en actividades de capacitación iguales o superiores a doce (12) horas de instrucción efectiva.
 Nuevamente, las directrices de certificación aprobadas, no siguen el estándar establecido por el Servicio Civil, debido a que de manera subjetiva y sin ningún estudio técnico que fundamente tal decisión, se establece la duración en 16 horas mínimas. Esto tampoco tiene sustento en la misma forma de operar de la Escuela Judicial.

· El CECADES establece el criterio que la asistencia mínima para otorgar el certificado de participación es del 85%. Como puede apreciarse las directrices de certificación aprobadas exigen el 100% de asistencia para poder otorgar el respectivo certificado de participación, por lo tanto, nuevamente en este aspecto no se siguió el estándar definido por el Servicio Civil y no se fundamentó con ningún criterio técnico. Además, exigir en todas las actividades académicas de participación una asistencia del 100% estaría en contraposición al artículo 24 del Reglamento de la Escuela Judicial.
    

3. “Certificado de Aprovechamiento: el tiempo mínimo para su otorgamiento es de 32 horas y además, el sistema de evaluación propuesto deberá tener el visto bueno de la especialista en Educación asignada. De lo contrario, se emitirá certificado de participación.” Observaciones:

· En este tipo de certificados, nuevamente no se siguió el estándar establecido por el CECADES, ya que en la reglamentación oficial del indicado órgano, este certificado se otorga por 30 horas o más de instrucción efectiva,
 y en las directrices de certificación aprobadas  se da por 32 horas, sin indicar, en estas últimas el fundamento técnico del porqué debe ser ese número de horas en el caso particular de la Escuela Judicial.

· Respecto a lo indicado en las directrices de certificación aprobadas de que el “sistema de evaluación propuesto deberá tener el visto bueno de la especialista en Educación asignada”, debemos efectuar dos observaciones: la primera es que nuevamente no se siguió el estándar consignado por el CECADES, ya que en esta institución quien aprueba el sistema de evaluación es el facilitador o docente, los especialistas del CECADES intervienen de oficio o a petición de parte cuando existan dudas en la aplicación de las reglas que regulan la certificación de actividades académicas. 
  En segundo lugar, esta disposición no corresponde a los procedimientos internos que se llevan a cabo en la Escuela Judicial, ya que quienes aprueban un sistema de evaluación es el equipo de trabajo asignado por la Dirección de la Escuela Judicial a un programa o curso, y que se encuentra integrado por, el o la Profesional en Derecho que coordina, el o la especialista en contenido y la especialista en educación. En nuestro criterio, concentrar en manos de un solo profesional la aprobación final de los sistemas de evaluación no corresponde con las mismas reglas del Servicio Civil y con los procedimientos internos de la Escuela Judicial. Además, insistimos en que no existe ningún estudio técnico que sustente esta regla y que el criterio utilizado para consignar esta forma de operar es totalmente subjetivo.

4. “Certificado Académico: se extenderá solamente a los docentes; el número mínimo de horas requerido para otorgarlo es de 8 horas.” Observaciones:

· Establecer en 8 horas mínimo la posibilidad de extender los certificados académicos, nuevamente no se fundamenta en un criterio técnico.

· No se consideró que aplicar esta regla afectará sensiblemente el sistema de incentivos a la labor docente, que dicho sea de paso se encuentra muy mal regulado a nivel del Poder Judicial. Precisamente, el actual sistema de incentivos salariales a la labor docente en lugar de contribuir a tener más y mejores facilitadores que colaboren con la Escuela Judicial, produce el efecto contrario, y si además se debe acumular un número mínimo de 8 horas para tener derecho a un certificado académico, esto contribuirá  a desmejorar aun más un sistema que no incentiva la labor docente en nuestra institución.
   

En síntesis, las directrices de certificación aprobadas no se sustentan en criterios técnicos objetivos, no se siguieron adecuadamente los estándares establecidos por el CECADES y en general del Servicio Civil, que es el órgano rector de la capacitación no formal en el sector público y, por último, no se tomó en cuenta la forma en que actualmente opera la Escuela Judicial en cuanto a certificaciones de cursos y programas.    

Necesidad de regular legal y reglamentariamente las políticas de certificación de actividades académicas

Consideramos que una política educativa de certificación de cursos y programas, para ser obligatoria ante los servidores judiciales, se debe ajustar al principio de legalidad, por lo que debe hacerse por medio de reformas legales y reglamentarias y no por un acuerdo del Consejo Directivo. 

Precisamente, el acuerdo del Consejo Directivo no es recomendable por las siguientes razones:

1. La “directriz”, utilizada como el instrumento jurídico para aplicar esta política educativa, no es el adecuado, debido a que esta figura “es un medio de ordenar la actuación de diversos organismos (sic) en forma racional y coherente, con el objeto de orientar el cumplimiento de los fines públicos que deben perseguir, y lograr de esa forma la realización de los planes, programas y políticas definidos por el Poder Ejecutivo.”
 Es decir, la directriz, es un acto administrativo que emana del Poder Ejecutivo dentro de sus potestades de dirección y coordinación, dirigido a otros órganos de la administración pública central y descentralizada para regular políticas generales o particulares. Como podemos ver, la ley no creo esta figura para regular las relaciones jurídicas existentes entre un órgano de capacitación y sus participantes y docentes, por lo que no es jurídicamente recomendable utilizar este concepto desde el punto de vista legal.   

2. El acuerdo del Consejo Directivo es un acto administrativo, que consideramos no es el medio jurídico adecuado para regular este tipo de relaciones jurídicas. Es importante aclarar, que las relaciones entre la Escuela Judicial y los servidores judiciales, (en las que se incluye la materia de certificación de cursos, y además,  toda la regulación existente en materia de capacitación), es materia que se engloba dentro de la llamada relación de servicio que “es la que se da entre el servidor y el ente beneficiado del servicio, como pautas de un intercambio con valor económico. En virtud de ésta hay una contraposición de intereses paralela a la que se da entre patrono y obrero”.
 Las relaciones de servicio o estatutarias deben regularse por medio de reglamentos autónomos de servicio, como lo indica la doctrina nacional “En lo que respecta a la relación de servicio (o estatutaria), existen reglamentos autónomos o independientes que regulan diversos aspectos de la misma tales como el régimen disciplinario, los permisos, las vacaciones, las licencias, las becas o la capacitación, etc.. Al respecto, el artículo 123, párrafo 3°, de la Ley General de la Administración Pública establece que tendrán relevancia externa para los servidores “…los actos internos de ésta que afecten sus derechos en las relaciones de servicio entre ambos.” 
 Por lo tanto,  un acto administrativo no es el medio jurídico idóneo para regular las políticas de certificación, sino que debería hacerse por medio de un reglamento.           

3. La certificación de cursos y programas al ser materia estatutaria debe regirse por el principio de legalidad como lo ha expresado de manera reiterada la jurisprudencia nacional al indicar: “Tampoco cabe acoger su pretensión, con base en el principio de primacía de la realidad; por tratarse de una relación estatutaria de naturaleza pública, que se rige por los principios del Derecho Público –principalmente el de legalidad- y no por los que rigen las relaciones laborales privadas. Con base en dicho principio –que permea toda la actividad de la Administración Pública- contemplado en el artículo 11 de la Constitución Política y desarrollado en el numeral 11 de la Ley General de la Administración Pública, todos los actos de la Administración, deben estar previstos y autorizados, por norma escrita, con pleno sometimiento a la Constitución, a la ley y a todas las normas del ordenamiento jurídico sectorial, público.” 
 Por lo tanto, al ser la Escuela Judicial un órgano público, sujeto al bloque de legalidad y la materia requiere regulación normativa, se reafirma que es necesario que se regule vía reglamento y no por un simple acto administrativo, que dicho sea de paso, no tiene la fuerza dentro de la jerarquía normativa para regular aspectos que afectan a todos los funcionarios judiciales.            

4. El sector público regula la materia de capacitación y específicamente la certificación de cursos y programas, mediante un marco normativo compuesto de leyes, reglamentos y resoluciones administrativas, es decir, el estándar de instituciones, como por ejemplo el Servicio Civil, es regular toda esta materia utilizando los instrumentos jurídicos idóneos para cumplir con el principio de legalidad. 
 La Escuela Judicial debería seguir la forma de operar de otras instituciones y dejar de regular situaciones por medio de meros actos administrativos y proponer una reforma legal y reglamentaria integral que colabore a mejorar  la excelencia académica con el debido respeto a los derechos y deberes de nuestros docentes y participantes.

En síntesis, la regulación de las políticas de certificación de cursos y programas, debe hacerse por medio de reformas legales o reglamentarias para así cumplir con el principio de legalidad al cual esta sujeta la Escuela Judicial. 

Por lo expuesto, sería recomendable que el Consejo Directivo reconsidere el acuerdo tomado y regule esta materia utilizando los instrumentos legales idóneos para cumplir con el objetivo de aumentar el nivel de exigencia académica, sin violentar los derechos que tienen los funcionarios judiciales que participan como docentes y alumnos en la Escuela Judicial.

Conclusiones y Recomendaciones

Del presente estudio se pueden extraer las siguientes conclusiones y recomendaciones:

1. El informe sobre Directrices Generales para la Certificación de Programas y Cursos en la Escuela Judicial, aprobado por el Consejo Directivo, tiene una serie de deficiencias en su formulación desde la perspectiva metodológica, legal, criterios utilizados y de la finalidad y efectos de la certificación. Esto produce que este documento no deba ser utilizado como base para la emisión de políticas generales de certificación de cursos y programas.

2. No existen estudios técnicos objetivos que fundamenten las políticas de certificación de cursos y programas aprobadas por el Consejo Directivo.

3. Las políticas de certificación aprobadas no siguieron los estándares establecidos por el Servicio Civil y no es recomendable aplicar criterios del CONARE al ser un órgano que regula la capacitación formal universitaria que utiliza parámetros distintos a los de la Escuela Judicial.

4. Las políticas de certificación aprobadas no tomaron en cuenta la realidad operativa de la Escuela Judicial.

5. La regulación de las políticas de certificación, por el órgano y la materia, deben hacerse por medio de reformas legales y reglamentarias y no por medio de un acto administrativo con alcances particulares, a efectos de cumplir adecuadamente con el principio de legalidad.

6. Se le recomienda al Consejo Directivo, reconsiderar el acuerdo en que aprobó estas políticas de certificación, a efectos de dejarlo sin efecto y en su lugar ordenar que se elabore una propuesta de reforma legal y reglamentaria integral que respete los aspectos legales y técnicos indicados en el presente estudio.

7. Tratándose de la necesidad de elaborar un anteproyecto que contemple las reformas legales y reglamentarias pertinentes, se recomienda que éste se le encargue a un equipo interdisciplinario, integrado por abogados (as) de la Escuela Judicial y representantes del Departamento de Personal, con la asesoría en lo que corresponda, de la (s) especialista (s) en educación que se designe (n).
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SE ACUERDA:  Poner en conocimiento de la Licda.  Ingrid Bermúdez Vindas y la Dra. Ana Tristán Sánchez, Profesionales en Método de Enseñanza de la  Escuela Judicial el informe anterior para que se pronuncien al respecto. ACUERDO FIRME.

ARTICULO X

La Licda. Kattia Escalante Barboza, Coordinadora de la Unidad del RAC, en oficio EJ-RAC-047-2004 del 13 de mayo en curso dice:

“A fin de que sea conocido y, en su caso, aprobado por ese Consejo, les remito el Diseño Curricular del Curso “Negociación con perspectiva de Género” que elaboramos de manera conjunta la Unidad de RAC de la Escuela Judicial y el Programa Mujer, Justicia y Género del ILANUD.”

ESCUELA JUDICIAL

PLAN DE CURSO

FECHA PRIMER OFERTA:

2004 (pendiente de definir)
NOMBRE DEL TALLER
“Negociación con perspectiva de género”
HORARIO:

8:00-16:30 horas 

No DE HORAS: 16 horas

PROPOSITO GENERAL:

Reconocer la injerencia de la variable género en la participación de las personas en procesos de negociación asistida (la conciliación).


FACILITADOR/A
Licda. Kattia Escalante

MSc. Rodrigo Jiménez

Dra. Roxana Arroyo



ASESORÍA CURRICULAR

Dra. Ana Tristán Sánchez

INTRODUCCIÓN

El presente taller está dirigido a operadores (as) de justicia que como parte de su función en el abordaje de los casos que atienden, deben procurar la aplicación de medios alternos de resolución de conflictos, específicamente lo que se ha denominado Conciliación Judicial.

Por política institucional este tipo de actividades ayudan a contribuir con la implementación de uno de los elementos del Plan de Modernización del Poder Judicial y con el desarrollo de una de las áreas del plan estratégico 2000-2005, que consiste en  la “Simplificación y celeridad de los procesos judiciales: Disminución de la mora judicial (reforma legal basada en los principios de oralidad, inmediación y concentración; cambios estructurales y organizativos en los despachos; optimización de medios alternos de solución de conflictos y desjudicialización de conductas)”. 

La conciliación, dirigida por el juez (a) pretende el acercamiento entre las partes en contienda a fin de motivarlas hacia un proceso de construcción de posibles soluciones a sus diferencias. La comunicación estratégica que se logre entre estas podrá generar acuerdos satisfactorios para todos (as) los (as) involucrados (as) siempre y cuando todos (as) los (as) protagonistas tengan la misma posibilidad de representar sus intereses ante quien se dispone a negociar. Lo anterior supone una comunicación horizontal y un balance de poder a nivel comunicacional que garantizará de alguna manera, la equidad tanto en el proceso de resolución del conflicto como en el acuerdo que se establece como finalización de la dinámica del procedimiento.

La capacitación en el tema de mecanismos de negociación asistida supone la adquisición de técnicas y el manejo de modelos no adversariales de solución de conflictos, aspectos que ya los participantes han estudiado en un curso sobre este tema; pero además, conlleva el reconocimiento de cómo la interacción entre las partes está influenciada por su condición de género. Dicho reconocimiento requiere la identificación en las partes de los siguientes aspectos: estilo para negociar, requisitos personales para poder negociar de manera equitativa y manejo de las emociones. Este último aspecto es el que se abarcará en el presente taller. La conducción de los procesos de conciliación desarrollando estrategias para coadyuvar a la paridad entre las partes, va a permitir la generación de acuerdos más satisfactorios, viables y duraderos, así como una resolución más integral del conflicto.



ASPECTOS METODOLÓGICOS

Para el desarrollo del taller se hará una combinación de diversos métodos: expositivos, participativos, colectivos  e individuales, con los cuales se procurará motivar la participación de los (as) participantes para lograr aprendizajes más significativos.

Dentro de la modalidad de métodos expositivos se utilizará principalmente la charla dialogada. Como métodos participativos se utilizarán el trabajo en grupos y el análisis de casos. Dentro de la categoría de métodos colectivos se utilizarán el trabajo grupal y el trabajo personal con la orientación de los facilitadores (as).



MATERIAL DIDÁCTICO

Para este taller se utilizará una antología que contiene material que compilaron los (as) facilitadores (as). Adicionalmente se les entregará un folleto de material complementario denominado “Cuadernos de Resolución Alternativa N° 1” producido por la Unidad de RAC de la Escuela Judicial.

RECUROS MATERIALES

El taller contará  con los siguientes recursos: equipo de multimedia, computadora, presentaciones de Power Point, pantalla blanca, rotafolio, láminas de papel, marcadores para pizarra acrílica y para papel, pizarra acrílica y tarjetas de cartulina.

BIBLIOGRAFÍA RECOMENDADA

· Six, Jean-Fran(ois, Dinámica de la Mediación, Editorial Paidós, España, 1997

· Ortemberg, Osvaldo, Mediación Familiar: Aspectos Jurídicos y prácticos, Editorial Biblos, Buenos Aires

· Satir, Virginia. Relaciones Humanas en el nucleo familiar. Editorial Pax-México. 1978

· Burley-Allen, Madelyn, La Escucha Eficaz en el Desarrollo Personal y Profesional, Ediciones Deusto, España, 1990

· Foucoault, Michel, El Sujeto y el Poder en Más allá del Estructuralismo y las Hermenéuticas, Chicago Univesity Press, USA, 1983.

· Luhman Niklas, Poder, Editorial Anthropos, España, 1995

· Centro Nacional para el desarrollo de la mujer y la familia, Sentir, pensar y enfrentar la violecia Intrafamiliar, Folletos número 1, 2, 3, 4 y 5.

· Six, Jean-Fran(ois, Dinámica de la Mediación, Editorial Paidós, España, 1997, pág. 165-181.

· Brenes Villalobos, María Esther: Manual de procedimientos en Violencia Doméstica,

· Poder Judicial, pp. 5-30.​-Camacho Vargas, Eva: El Derecho a la no violencia, Antología, Escuela Judicial. 

· Ley contra la Violencia Doméstica (concordada, anotada con citas de jurisprudencia y comentada), Poder Judicial.​

· Memoria del Taller sobre la Ley de Violencia Doméstica, 26 y 27 de abril de 1999, Comisión para el seguimiento y prevención de la Violencia Doméstica del Poder Judicial y Escuela Judicial -Reglas Prácticas

· Artículo: Violencia Doméstica y Conciliación: un problema suprajurídico. 
REVISTA DE LA ASOCIACIÓN COSTARRICENSE DE MEDICINA FORENCE VOLUMEN 18-NÚMERO 2-SETIEMBRE 2001

Leyes, Convenciones, Boletines:

· Ley contra la Violencia Doméstica.

· Ley de Hostigamiento Sexual

· Ley de Igualdad real de oportunidades.

· Código Penal

· Código de Familia

· Convención de Belem do Pará

· Pacto de San José.

· Declaración Universal de Derechos Humanos

· IV Conferencia Mundial sobre la mujer en Beijing

· Constitución Política de la República de Costa Rica

· Circular N° 60-99 del 7 de setiembre de 1999, de la Corte Suprema de Justicia. Publicada en el Boletín Judicial N° 186

· Circular N° 10-2000 del 24 de enero del 2000, publicada en el Boletín Judicial 160 del 24 de marzo del 2000.


PLAN DE CURSO
NOMBRE DEL CURSO:

Negociación con perspectiva de género



OBJETIVOS
CONTENIDOS
ESTRATEGIAS DE APRENDIZAJE
RECURSOS
TIEMPO

1. Identificar los elementos de la teoría sexo-género que ayudan a comprender la influencia que tiene el proceso de socialización patriarcal en la forma de resolver conflictos de los hombres y las mujeres

1. Teoría sexo-género

1.1 Socialización patriarcal

1.2 Consecuencias de la violencia, la opresión y la discriminación contra las mujeres.


Charla dialogada sobre los temas por parte de un (a) especialista reconocido (a).


Video beam, computadora y pantalla blanca.

Pizarra/marcadores/n borrador

Presentación de power point


60 minutos



2.a Discutir los fundamentos teórico-prácticos de la negociación

2.b Revisar la forma en que se tiende a resolver conflictos 
2. Aspectos esenciales sobre la negociación

2.1 La negociación en las diferentes etapas del desarrollo

2.2 Conceptos básicos

2.2.1 Definición de negociación

2.2.2 Tipos de negociación

2.2.3 Elementos de la negociación

2.3 Marco ético de la negociación

2.4  Estilos preferidos para resolver conflictos: imponer, competir, evitar, convenir o negociar, acomodamiento (ceder) y colaborar


Trabajo individual y en subgrupos sobre: 

-Conceptos sobre negociación

- Negociación en diferentes etapas del desarrollo del individuo.

Después de cada trabajo grupal se hará una sesión plenaria

Charla dialogada sobre la negociación

Trabajo en subgrupos sobre: 

- Negociación en diversas situaciones de conflictos

Después del trabajo grupal se hará una sesión plenaria.
Video beam, computadora y pantalla blanca.

Pizarra/marcadores/n borrador

Presentación de power point

Rotafolio

Láminas de papel

Marcadores

Instrucciones para el trabajo grupal


5 horas 30 minutos



3. Determinar los requisitos personales indispensables para poder ayudar a las personas a negociar tomando en cuenta la variable género
3. Requisitos personales para dirigir procesos de negociación con perspectiva de género

3.1 Condiciones subjetivas

3.2 Perspectiva de género como fundamento ético de la valoración de las diferencias

3.3 Importancia de la comunicación en los procesos de negociación

3.4 Incidencia de las emociones (según género) en el manejo de la negociación.
Chala dialogada sobre la perspectiva de género y su importancia en el proceso de negociación

Trabajo individual y en subgrupos sobre: 

-Condiciones subjetivas 

-Importancia de la tolerancia

-Problemas durante el proceso de comunicación

-Manejo de emociones

Después de cada trabajo grupal se hará una sesión plenaria y el facilitador (a) retomará el tema aportando algunos elementos teóricos al respecto (comunicación).


Video beam, computadora y pantalla blanca.

Pizarra/marcadores/n borrador

Presentación de power point

Rotafolio

Láminas de papel

Marcadores

Instrucciones para el trabajo grupal


45 minutos

90 minutos



4. Tomar conciencia de la importancia de incorporar la perspectiva de género en los procesos de conciliación judicial
4. La negociación, la conciliación y la mediación para resolver conflictos en sede judicial

4.1 Asuntos que no están sujetos a mediación o conciliación

4.2 Marco ético de la aplicación de la conciliación judicial

4.3 Estándares de práctica para la conciliación con perspectiva de género

4.4 Estrategias para coadyuvar la paridad entre las partes en la conciliación

4.5 La equidad versus imparcialidad y neutralidad

4.6 Empoderamiento de las partes discriminadas en los procesos de conciliación

4.6.1 Mejorar la comunicación

4.6.2 Mejorar la escucha

4.6.3 Fortalecimiento de los requisitos personales
Charla dialogada sobre criterios de valoración de casos

Discusión circular sobre los deberes éticos del conciliador

Trabajo en grupos: Análisis de casos de ética

Discusión en plenario acerca del análisis de ética realizado por cada grupo

Trabajo en grupos sobre el desarrollo de la conciliación con perspectiva de género

Charla dialogada sobre la comunicación y el empoderamiento en los procesos de conciliación
Video beam, computadora y pantalla blanca.

Pizarra/marcadores/n borrador

Presentación de power point

Tarjetas con los deberes éticos del conciliador

Tarjetas con casos de ética

Video beam, computadora y pantalla blanca.

Pizarra/marcadores/n borrador

Presentación de power point


45 minutos

45 minutos

40 min

40 min

30 min

40 minutos



SE ACUERDA: Aprobar  el diseño curricular del curso de “Negociación con perspectiva de género”.

ASUNTOS VARIOS

ARTICULO XI

El MSc. Raymons Valverde Rojas, Director General del Instituto sobre Alcoholismo y Farmacodependencia, en oficio DG-0329-04-04 del 22 de abril del 2004  dice:

“Sirva la presente para saludarla cordialmente y a la vez solicitarle nos facilite tres cupos en el “Curso de Resolución Alternativa de Conflictos”, que está próximo a iniciarse, para los funcionarios Lic. Randall Älvarez, Psicólogo del Proceso de Atención a Pacientes, Licda. Giselle Ramírez Solano, Encargada Subproceso Gestión Humana y la Licda. Marie-Lys González Cerón, Unidad de Servicios Jurídicos.

La necesidad de esta actividad está fundamentada en que la mediación es una herramienta que puede utilizarse como mecanismo para mejorar las condiciones que se generan como resultado de la labor diaria.

Por lo anterior y como sabemos que es parte de su política de colaboración interinstitucional, es que sometemos a su criterio esta petición.”

-0-

SE ACUERDA: Conceder tres cupos para el curso de Mediación que se impartirá en el año 2005 a los funcionarios de la Dirección General del Instituto sobre Alcoholismo y Farmacodependencia. Comuníquese a la Licda. Kattia Escalante Barboza, Coordinaradora de la Unidad de Resolución Alternativa de Conclictos de la Escuela Judicial.

ARTICULO XII

La MSc. Sara Virginia Castillo Vargas, Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia, en oficio  N° 132-CNMAJ-04 del 5 de mayo del 2004 dice:

“Me complace informarle que la CONAMAJ ha seleccionado el tema de Derechos de las Personas Indígenas para la Agenda CONAMAJ 2005.  Además de los textos legales e información relevante, la Agenda será ilustrada en esta ocasión por artistas indígenas de las principales etnias que aún persisten en el país.

Es por ello que, muy atentamente me permito solicitar la colaboración de la Escuela, en particular del Depto. de Audiovisuales, con el fin de registrar este proceso y elaborar un video-documental que testifique sobre la experiencia de este grupo de ciudadanos y ciudadanas costarricenses, que usualmente son invisibilizados en nuestra cultura , sin ser la administración de justicia una excepción en esta falta. 

Para ello hemos programado tres giras en las cuales se visitará a los artistas y sus comunidades, las cuales se realizarán en los meses de mayo y junio.  Estas visitas se aprovecharían para realizar las tomas a utilizarse en el video, por lo cual esperamos que el señor Frank Alvarado pueda acompañarnos.

Para este caso la CONAMAJ cubriría el costo de los viáticos del Sr. Alvarado, con quien coordinaríamos lo referente a las visitas programadas para fines de semana.

Esperando que una vez más la Escuela contribuya a enriquecer la producción de la Agenda, como de hecho sucedió el año pasado, reitero mi petición ante usted.”

-0-

El Lic. Horacio González Quiroga informa que el Consejo de la Judicatura tomó nota de la publicación  en La Gaceta sobre la creación de un Juzgado en Talamanca y otro en Garabito.  En cuanto al de Talamanca se establece una serie de requisitos y destrezas que debe tener el juez, por lo que le solicitaron que con el fin de cumplir con esa disposición le planteara al Consejo Directivo de la Escuela Judicial la posibilidad de realizar una capacitación especial al funcionario nombrado en ese cargo.  Por lo anterior y teniendo conocimiento que la CONAMAJ tiene en ese campo un camino recorrido se podría  coordinar con ellos para llevar a cabo la capacitación.

SE ACUERDA: Aprobar la solicitud planteada y solicitar a la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia que invite al juez que ocupará la plaza del nuevo Juzgado de Talamanca para que participe en la elaboración del video documental.  Se comisiona al Sr. Frank Alvarado, Jefe de la Unidad de Audiovisuales de la Escuela Judicial para que coordine lo que corresponda.  ACUERDO FIRME.

ARTICULO XIII

La LL.M. Margarita Jenkins Coronas del Instituto Costarricense de Ciencias Jurídicas del Colegio de Abogados de Costa Rica en oficio ICCJ-010-2004 de fecha 11 de mayo de 2004 dice:

“Sean portadoras estas palabras de un atento saludo de parte del Instituto Costarricense de Ciencias Jurídicas del Colegio de Abogados.

Nuestra institución se encuentra actualmente impartiendo un curso denominado “Resolución Alternativa de Conflictos” los días 17, 24, 31 de mayo y 02, 07 de junio de 2004 de 5 a 9 p.m., y para efectos de dicho curso, es necesario grabar las exposiciones de cada uno de los alumnos.

El Colegio de Abogados de la manera más atenta solicita que el Departamento de Audiovisuales de la Escuela Judicial nos facilite una cámara para grabar dichas exposiciones en formato VHS.  De igual forma nos comprometemos a sufragar el pago de horas extras de la persona encargada de dicho equipo que deba quedarse para velar por el manejo del mismo.

Esperando se nos pueda dar una respuesta a la menor brevedad posible, se despide de ustedes su servidora.”

-0-

SE ACUERDA: Aprobar la solicitud planteada.  Se comisiona al señor Frank Alvarado Céspedes, Jefe de la Unidad de Audiovisuales de la Escuela Judicial coordinar lo que corresponda.  ACUERDO FIRME.

Se levanta la sesión a las doce horas.

Mag. Ana Virginia Calzada Miranda
Lic. Mateo Ivankovich Fonseca LL.M

                     PRESIDENTE                                                 SUBWSDIRECTOR ESCUELA JUDICIAL




















































� Es importante recordar que el actual Reglamento para el Reconocimiento de la Carrera Profesional en el Poder Judicial, fue reformado integralmente en abril del año 1999, para esa fecha en la Escuela Judicial estaban operando los llamados cursos de preparación básica dirigidos a auxiliares judiciales de todo el país. Estos cursos tenían la característica de que un docente impartía capacitación en una sola materia por un período lectivo de 9 meses. Por lo que la figura de “experiencia docente” fue creada para regular originalmente este tipo de cursos que ya no están operando actualmente en la Escuela Judicial.  


� El Reglamento para el Reconocimiento de la Carrera Profesional en el Poder Judicial al no definir que se entiende por “participación como instructor” y “experiencia docente”, podría estar violando el principio de legalidad establecido en el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública.   


� Hernández Valle Rubén; La Constitución Política de la República de Costa Rica; Comentada y anotada; 1° edición; Editorial Juricentro; San José, 1998, pag: 113  





� El tratamiento que se le esta dando a los incentivos salariales por el ejercicio de la labor docente, contradice los objetivos básicos de la carrera profesional establecidos en el mismo artículo 2 del Reglamento para el Reconocimiento de la Carrera Profesional en el Poder Judicial, que pueden resumirse en los siguientes: 1. Estimular la labor de los profesionales judiciales, 2. Fomentar el aporte intelectual de los profesionales judiciales y 3. Retener en la función judicial a los profesionales mejor calificados.


  


� Ver artículo 6 del Reglamento para el Reconocimiento de la Carrera Profesional en el Poder Judicial que establece todas las competencias de la Sección de Clasificación y Valoración de Puestos del Departamento de Personal.


� Debe tomarse en cuenta que una nueva política de certificación de cursos debió ser consultada a la Sección de Clasificación y Valoración de Puestos del Departamento de Personal, debido a la implicación que esta tiene sobre la aplicación o posible reforma al Reglamento para el Reconocimiento de la Carrera Profesional en el Poder Judicial.


� Manual de procedimientos para el reconocimiento de actividades de capacitación, Dirección General del Servicio Civil, Centro de Capacitación y Desarrollo CECADES, Normativa del SUCADES, San José, Costa Rica 2003. 





� Ver Reglamento para el Reconocimiento de la Carrera Profesional en el Poder Judicial y el Reglamento para el Incremento de Sueldos por los Cursos de Capacitación Judicial.





� Ver el Estatuto de Servicio Judicial Capítulo XIII “Ley de Carrera Judicial”, artículo 74 y Reglamento Interno del Sistema de Carrera Judicial, artículo 11.  





� Ver Estatuto de Servicio Judicial. 





� Reglamento de Becas y Permisos de Estudios para el Personal del Poder Judicial.





� El planeamiento curricular abarca cuatro etapas: diagnóstico de necesidades, diseño curricular, ejecución y evaluación. Cita al pie de página del libro de Tristán Sánchez Ana; Elementos de educación de adultos: Su aplicación en el ámbito judicial; segunda edición; Poder Judicial, Escuela Judicial 2003, página 44.   





� Ver por ejemplo la Resolución  de la Dirección del Servicio Civil número DG-155-97, Capítulo III: Programación de Actividades Académicas. Además, la Ley N° 6362 sobre la Formación profesional y Capacitación del personal de la Administración Pública y el Decreto Ejecutivo N° 15302-P Reglamento del Subsistema de Capacitación y Desarrollo del Régimen de Servicio Civil entre otra normativa que regulan los procesos de planeamiento de actividades académicas dirigidas a capacitar a los funcionarios de la Administración Pública. 


� Dirección General del Servicio Civil, Resolución DG-155-97 Artículo 18 párrafo final que dispone: “ASISTENCIA: Se harán acreedores de este tipo de certificados los participantes en actividades de capacitación inferiores a doce (12) horas naturales de instrucción efectiva. Su otorgamiento  es optativo.”. También puede verse el Manual de Procedimientos para el Reconocimiento de Actividades de Capacitación del CECADES.





� Como se desprende de la lectura del artículo 11 inciso b) del Reglamento para el Reconocimiento de la Carrera Profesional , las únicas dos clases de certificados que se admiten para reconocimiento de la Carrera Profesional y la misma Carrera Judicial son los de “aprovechamiento” y “participación”.  El certificado de asistencia no existe a nivel del Poder Judicial.





� Dirección General del Servicio Civil, Resolución DG-155-97 Artículo 18 párrafo cuarto que dispone “PARTICIPACIÓN: Se harán acreedores de este tipo de certificado los participantes en actividades de capacitación iguales o superiores a doce (12) horas naturales de instrucción efectiva, que cumplan con una asistencia mínima de 85%.” También puede verse el Manual de Procedimientos para el Reconocimiento de Actividades de Capacitación del CECADES.





� Artículo 24.- Los alumnos deberán asistir puntualmente a las lecciones y perderán el curso los que falten injustificadamente a una quinta parte o más de las mismas. 





� Dirección General del Servicio Civil, Resolución DG-155-97 Artículo 18 párrafo primero y segundo: APROVECHAMIENTO: Se harán acreedores de este tipo de certificado los participantes en actividades de capacitación de treinta (30) horas naturales o más de instrucción efectiva, que cumplan con una asistencia mínima de 85% y demuestren, mediante criterios objetivos de evaluación previamente definidos por el facilitador, que su rendimiento en la asimilación de conocimientos, habilidades y actitudes es equivalente a un 70% o más.


No obstante, cuando el participante cumpla con la asistencia mínima, pero obtenga una calificación inferior a 70%, se le podrá otorgar certificado de Participación por el respectivo número de horas de capacitación recibida.   


    


� Dirección General del Servicio Civil, Resolución DG-155-97 Artículo 23. Cuando existan dudas razonables sobre la aplicabilidad de las anteriores disposiciones, se efectuarán de oficio o por solicitud de los interesados, los estudios necesarios para determinar si procede o no el reconocimiento de la capacitación. Dichos estudios serán realizados en primera instancia por los funcionarios responsables de las Unidades de Capacitación en cada institución y, en segunda instancia, si así lo exigieren las circunstancias del caso, por el CECADES.





� Para estudiar con mayor detalle los problemas actuales de los incentivos a la labor docente puede verse el informe de González Vílchez Otto; Estudio sobre la actual aplicación de los factores de carrera profesional: participación como instructor y experiencia docente y su necesaria reforma, febrero de 2004. 


  


� Dictámenes y opiniones jurídicas de la Procuraduría General de la República números OJ-043-99 del 8 de abril de 1999; C-078-99 de abril de 1999; citadas por Jinesta Lobo Ernesto; Tratado de Derecho Administrativo,  Tomo I Parte General; Biblioteca Jurídica DIKÉ; primera edición 2002; página 36.  





� Ortíz Ortíz Eduardo; Tesis de Derecho Administrativo; Tesis XIII El Servidor Público; editorial Stradtmann; Biblioteca Jurídica DIKÉ; año 2002; página 156.   





� Jinesta Lobo Ernesto; Tratado de Derecho Administrativo  Tomo I Parte General; Biblioteca Jurídica DIKÉ; primera edición 2002; página 168.





� Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N°00181-2001 de las diez horas diez minutos del 22 de marzo de 2001.


 


� Por ejemplo la Dirección General del Servicio Civil cuenta con un marco normativo compuesto por las siguientes normas: 1. Leyes:  Estatuto del Servicio Civil, Ley de Salarios de la Administración Pública, Ley de Licencias para Adiestramiento de Servidores Públicos, Ley de Formación profesional y capacitación del personal de la Administración Pública. 2. Reglamentos: Reglamento del Estatuto de Servicio Civil, Reglamento de adiestramiento de personal para los Ministerios e Instituciones bajo el Régimen de Servicio Civil, Reglamento a la Ley de Licencias para Adiestramiento de Servidores Públicos, Reglamento de Creación del CECADES. 3. Cinco resoluciones administrativas. 4. Nueve oficios y circulares.  






